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 TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín, veintiuno de junio de dos mil veintidós  

 

Litigio: Responsabilidad civil extracontractual 

Procedencia: Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Medellín   

Radicado: : 05001 31 03 017 2017 00011 04 

Demandante: María Mercedes Barrientos Carrasquilla y otros 

Opositores: Patricia Carillo Garzón  

Decisión:  Confirma decisión de primera instancia  
 
  

 ASUNTO  

  

La Sala procede a resolver el recurso de apelación que el demandante 

interpuso contra la sentencia del 26 de enero de 2022, proferida por el 

Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 

  

ANTECEDENTES 

 

1. Sobre el libelo (fls. 87-92) 

 

Las señoras María Mercedes, Marleny del Socorro, Ana Mireya, Magnolia 

Lucía, Rosalba Barrientos, Domitila Barrientos, María Unice Cadavid 



RCE.  Sentencia de segunda instancia. Radicado: 05001 31 03 017 2017 00011 04 
Procedencia: Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Medellín 
Confirma decisión de primera instancia. 

 

2 
 

Barrientos, Sonia del Socorro, Ana María, Paula Andrea Cadavid Tilano y 

los señores Juan Camilo Cadavid Ramírez, Jorge Alirio y Jesús Emilio 

Cadavid Barrientos, presentaron demanda de responsabilidad civil 

extracontractual, contentiva de sendas pretensiones indemnizatorias, en 

contra de la señora Patricia Carillo Garzón, en calidad de empleadora del 

señor Darío de Jesús Hernández Silva.  

 

En el libelo, como causa de lo pretendido, se presentan los siguientes 

hechos:  

 

Se expone, en primer lugar, que el día 5 de octubre del año 2013, en las 

horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito en la vía al mar, km 36, 

a la altura del estadero La Aldea. El referido accidente, según los actores, 

fue ocasionado por el señor Darío de Jesús Hernández Silva, cuando 

conducía la moto de placas DOZ-38C, quien, al realizar maniobras de 

adelantamiento sobre la vía, termina colisionando contra la moto de FWB-

20B, ocasionando lesiones graves al señor Jorge Alirio Cadavid Barrientos 

y la muerte inmediata al señor Gilberto Cadavid Barrientos. 

 

El señor Hernández Silva, para el momento del accidente, se desempeñaba 

como trabajador de una finca en la parcelación “El Hato 2” de San 

Jerónimo, Antioquia. Se informa en la demanda, que, para el momento de 

los hechos estaba ejerciendo actividades netamente laborales bajo las 

órdenes de Patricia Carrillo. 

 

Se expresa, además, que mediante resolución número 2011501469 de la 

Secretaría de Movilidad de Medellín, se decidió no imputar 

responsabilidad alguna al señor Darío por falta de elementos de juicio; sin 
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embargo, la parte demandante insiste en que se aparta de dicha decisión, 

ya que como se puede evidenciar en el croquis, el conductor de la moto 

de placas DOZ-38C, por maniobrar en la vía y querer adelantar otro 

vehículo en una zona donde está prohibido, terminó ocasionando el 

accidente, violando lo establecido en los artículos 55.6 y 61 del Código 

Nacional de Tránsito.  

 

Ahora bien, en cuanto a los afectados en el accidente de tránsito, la parte 

demandante señala que el señor Gilberto Cadavid Barrientos, para el 

momento del deceso, contaba con 56 años, soltero, tenía un hijo llamado 

Juan Camilo Cadavid Ramírez y vivía con su madre, la señora María 

Mercedes Barrientos Carrasquilla, y sus hermanos, Jorge Alirio, Marleny 

del Socorro, Ana Mireya, Domitala, Magnolia Lucía, María Unice, Rosalba 

y Jesús Emilio Cadavid Barrientos. De esta forma, se identifican unos 

perjuicios materiales por daños causados a la madre, quien dependía 

económicamente del señor Gilberto, así como también perjuicios morales, 

para él y sus parientes.  

 

Ahora bien, en la demanda, se indica que el señor Jorge Alirio Cadavid 

Barrientos tenía 54 años de edad para esa época y sus lesiones fueron 

graves, incluso el informe médico, concluyó que el referido señor sufrió 

una incapacidad definitiva de noventa días y como secuelas del accidente, 

deformidad física que afecta el cuerpo por las cicatrices y la atrofia 

muscular de carácter permanente, perturbación muscular, perturbación 

muscular permanente de órgano de locomoción y perturbación funcional 

del miembro inferior izquierdo de carácter permanente. A favor de este se 

solicita que se reconozcan perjuicios materiales causados como el daño 

emergente y el lucro cesante, así como el daño a la vida de relación y 



RCE.  Sentencia de segunda instancia. Radicado: 05001 31 03 017 2017 00011 04 
Procedencia: Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Medellín 
Confirma decisión de primera instancia. 

 

4 
 

perjuicio moral; asimismo, se reclaman perjuicios morales a favor del resto 

de demandantes.  

 

2. La contestación de la demanda (fls. 139-146). 

 

Patricia Carillo se opuso a lo pretendido, manifestó en respuesta el hecho 

tercero que el señor Hernández no cumplía ninguna labor para la 

demandada en el momento del siniestro.  De manera expresa que no existe 

ningún vínculo de la demandada con los hechos con son objeto del 

proceso. 

 

Alega, asimismo, como defensas lo siguiente: 

 

a) Falta de legitimación en la causa por activa, por cuanto no todos los 

demandantes pueden pretender. (b) Inexistencia del nexo causal de 

culpabilidad y el deño causado a los demandantes ya que no existe ninguna 

prueba sobre la culpabilidad de los conductores, ya que la forma como se 

presentó el accidente se evidencia que no existió ningún tipo de violación 

de las normas de tránsito. (c) Culpa de un tercero, ya no hay conducta a 

título de culpa demostrado en el trámite contravencional. (d) Inexistencia 

de culpa en el accidente, ya que no existe ninguna prueba sobre la 

culpabilidad de los conductores tipo moto, ya que la forma como se 

presentó el accidente se evidencia que no existió ningún tipo de violación 

de las normas de tránsito. (e) Inexistencia de solidaridad en la 

responsabilidad por parte de la demandada, ya que no participó en el 

accidente y no ha sido propietaria de los vehículos involucrados en el 

accidente. (d) Ejercicio de una actividad peligrosa, debido al 

desplazamiento de las víctimas directas por una vía de alto flujo vehicular.   
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3. Nulidad por integración indebida de contradictorio  

 

Es menester en primer momento, señalar que el tribunal mediante 

providencia de fecha 10 de marzo de 2020, declaró la nulidad de la 

sentencia proferida por este Juzgado el 06 de noviembre de 2019 por 

considerar indebidamente vinculado al codemandado Darío de Jesús 

Hernández Silva y ordenó deshacerse el contradictorio mal integrado y 

volverse a decidir dentro del marco competencial que define las 

pretensiones de la demanda, lo que quiere decir que la única demandada 

es la señora Patricia Carrillo. 

 

4. Sentencia de primera instancia 

 

El a quo negó las pretensiones indemnizatorias instauradas frente a la 

señora Patricia Carillo, por “ausencia de legitimación en la causa por pasiva”, al 

no demostrarse que el señor Darío Hernández estaba ejerciendo 

actividades laborales para el momento del siniestro.  

 

Para el juez de primer grado, quedó debidamente acreditado con los 

testimonios y demás medios de prueba, que el demandado no estaba 

realizando ninguna actividad propia de su labor al momento de los hechos. 

 

5.  Del recurso de apelación   

 

Inconforme con lo decidido, los demandantes impugnan en alzada por 

considerar que hubo una inadecuada valoración de las pruebas aportadas, 

en especial la declaración del señor Darío de Jesús Hernández y el 
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certificado expedido por la ARL Positiva, donde se señala que fue un 

accidente meramente laboral.  

 

Así mismo, disiente de la valoración que el a quo hizo de la prueba 

testimonial en general, discrepando de sus conclusiones y llamando la 

atención por no haberse tenido en cuenta las tachas realizadas frente a los 

testigos. 

 

Con fundamento en lo anterior, los apelantes, consideran que la sentencia 

de primera instancia debe ser revocada y en su lugar estimar lo pretendido.  

 

6. Del trámite de segunda instancia   

 

La apoderada de la parte demandante es enfática en señalar que quedó 

acreditado que el señor Darío de Jesús Hernández al momento del 

accidente desarrollaba actividades propias de su relación laboral con la 

señora Patricia Carrillo. Señala que el documento proveniente de la ARL 

sobre el accidente laboral tiene mayor importancia para la valoración de la 

prueba que la propia declaración de la demandada, lo que no tuvo en 

cuenta el fallador.  

 

Según la letrada, el documento en referencia no puede considerarse 

declarativo como lo expuso el a quo; en su sentir, no se puede exponer que 

esta prueba carece de juramento, por cuanto no existe ninguna norma 

procesal que lo imponga y así asignarle el peso probatorio 

correspondiente. 
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Los recurrentes, además, que la prueba del procedimiento contravencional 

debe ser evaluada para la decisión de fondo, por lo que debió ser tenida 

en cuenta la declaración de Iván Darío Hernández. Esta permite 

considerar que cuando se presentó la colisión, el señor Iván Darío se 

encontraba ejerciendo una actividad netamente laboral; no obstante, el a 

quo la dejó de valorar.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, los demandantes solicitan la revocatoria 

de la decisión de primera instancia y en su lugar acceder a lo pretendido.  

 

 

CONSIDERACIONES  

  

1.  Presupuestos procesales  

  

Los requisitos formales del proceso se encuentran reunidos y sobre ellos 

no hay reparo alguno. Así mismo, examinada la actuación procesal en 

ambas instancias, la Sala no advierte impedimentos formales para dictar 

sentencia de segunda instancia.  

 

2. Problema jurídico  

 

El juez de primera instancia negó lo pretendido por la parte demandante, 

dando como probada la “falta de legitimación en la causa por pasiva”. Los 

recurrentes, en su recurso de alzada, solo hacen énfasis en la errónea 

valoración probatoria por parte del a quo, razón por la cual, el Tribunal 

está llamado a responder los siguientes cuestionamientos: 
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- ¿Se logró acreditar que el señor Darío Hernández al momento de 

los hechos estaba ejerciendo actividades propias de su relación 

laboral con la señora Patricia Carrillo? 

 

- ¿Se logró demostrar dentro del proceso que la señora Patricia 

Carrillo está llamada a responder por los perjuicios causados en 

calidad de empleadora o guardiana material o jurídica del vehículo 

automotor? 

 

3. Marco jurídico 

 

La responsabilidad civil extracontractual, en el caso colombiano, tiene 

como punto de partida una regla general consagrada en el artículo 2341 

del Código Civil. La víctima, esto es, el sujeto a quien se le cause un daño 

tiene derecho a que un agente jurisdiccional le reconozca la consecuencia 

jurídica de indemnización que en abstracto contempla la norma, siempre 

y cuando acredite los presupuestos o condiciones que esta contempla. Por 

cierto, el referido artículo establece que “el que ha cometido un delito o culpa, 

que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena 

principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”.  

 

No obstante la precisión y el alcance del artículo en comento, como regla 

general, en los asuntos de responsabilidad civil extracontractual 

encontramos variables (matices) que reclaman el estudio de otras normas 

que permiten considerar ciertos matices en atención a los supuestos 

especiales que deben considerarse, y que no podrían ser definidos 

exclusivamente desde las pautas contempladas en el artículo 2341. Uno de 

ellos es el concerniente al hecho dañoso causado por el ejercicio de 
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actividad peligrosa, tal como está consagrado en el artículo 2356 del 

Código Civil, supuesto a partir del cual resulta viable pensar en la 

responsabilidad del guardián material de la actividad, aunque no sea 

propiamente el “detentador físico” de la cosa.1 

 

Cuando se presenta un accidente de tránsito, en principio, el anterior 

factor de imputación se constituye en fuente normativa básica para 

endilgar la correspondiente responsabilidad frente a sujetos como el 

conductor y el propietario de un vehículo automotor comprometido en 

una determinada colisión. En este caso se considera una responsabilidad 

solidaria, no solo frente a quien causa el daño con su accionar directo -es 

el caso del conductor-  sino también que en virtud de la figura jurídica del 

“guardián de la actividad” es posible confrontar la extensión de la 

responsabilidad a otro sujeto como lo es el propietario.  

 

Es en ese contexto en el que se puede evaluar hechos dañosos cometidos 

por un subordinado, sino también en relación con quien tiene el control y 

el correspondiente aprovechamiento del vehículo. 

 
 
1 En lo que corresponde a la determinación del guardián de la actividad peligrosa, vale la pena 
hacer referencia a lo expuesto en sentencia SC 4966 de la Corte Suprema de Justicia del 18 de 
noviembre de 2019, providencia en la que se señaló que “siendo en sí misma la actividad 
peligrosa la base que justifica en derecho la aplicación del artículo 2356 del Código Civil, 
preciso es establecer en cada caso a quién le son atribuibles las consecuencias de su ejercicio, 
lesivas para la persona, el alma o los bienes de terceros, cuestión ésta para cuya respuesta es 
común acudir a la noción de ‘guardián de la actividad’, refiriéndose con tal expresión a quienes 
en ese ámbito tengan un poder efectivo de uso, control o aprovechamiento respecto del 
artefacto mediante el cual se realiza dicha actividad, debiendo por consiguiente hacerse de 
lado dos ideas que, quizás a diferencia de lo que pudiera sostenerse sobre el tema en otras 
latitudes, en nuestro ordenamiento y a la luz del precepto legal recién citado, resultan 
desprovistas de suficiente sustento legal, a saber: la primera es que el responsable por el 
perjuicio causado sea necesaria y exclusivamente el mero detentador físico de la cosa 
empleada para desplegar la actividad riesgosa –toda vez que la simple circunstancia de que 
esa cosa se halle al momento del accidente en manos de un subordinado y no del principal, no 
es obstáculo para que apoyo en el artículo 2356 del Código Civil la obligación resarcitoria 
pueda imputársele al segundo directamente–, mientras que la segunda, por cierto acogida a la 
ligera con inusitada frecuencia, es que la responsabilidad en estudio tenga que estar ligada, de 
alguna forma, a la titularidad de un derecho sobre la cosa”. 
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Asimismo, encontramos en el Código Civil otros referentes normativos 

que de forma más especial podrían vincularse a casos de hechos dañosos 

causados por los dependientes o empleados en ejercicio de una actividad 

laboral. En este contexto cabe preguntar si es posible plantear la 

responsabilidad del empleador o la persona que ejerce una relación de 

dependencia frente a otra como “guardianas” y por ende responsables de 

la actividad peligrosa. 

 

Los artículos 2347 y 2349 ilustran al respecto. En estas situaciones habría 

que dilucidar más allá del concepto de guardián, las condiciones específicas 

de imputación de aquellas personas que podrían responder en razón de 

una relación de dependencia o de un vínculo laboral.  

 

El artículo 2347 del Código Civil señala que “toda persona es responsable, no 

sólo de sus propias acciones para el efecto de indemnizar el daño sino del hecho de 

aquellos que estuvieren a su cuidado”. A partir de esta disposición es posible 

considerar la responsabilidad de aquellas personas al cuidado de otras que 

cometan un determinado daño. Así, cuando se endilga responsabilidad a 

un tercero que no estuvo involucrado directamente en el daño que 

fundamenta lo pretendido, le corresponde a la demandante demostrar que 

quien ocasionó el daño estaba a su cuidado, de lo contrario lo pretendido 

no está llamado a prosperar.  

 

Ahora bien, tratándose del daño causado a un tercero ajeno a una relación 

laboral, cuando el mismo proviene del empleado, el artículo 2349 

considera el siguiente supuesto “los empleadores responderán del daño causado 

por sus trabajadores, con ocasión de servicio prestado por éstos a aquéllos; pero no 
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responderán si se probare o apareciere que en tal ocasión los trabajadores se han 

comportado de un modo impropio, que los empleadores no tenían medio de prever o 

impedir empleando el cuidado ordinario y la autoridad competente; en este caso recaerá 

toda responsabilidad del daño sobre dichos trabajadores”. 

 

Lo anterior, quiere decir que el empleador está llamado a responder por el 

daño que causen sus trabajadores. Para esto, cuando se desarrolle un 

proceso, unos mínimos probatorios tendrán que satisfacerse de cara al 

cumplimiento de cargas en cabeza de quien se presente como demandante. 

Este tendrá que demostrar que cuando ocurrieron los hechos, siguiendo 

el artículo 2349, que la persona presentada como trabajadora se 

encontraba bajo la realización de actos propios de su relación con el 

empleador. No es suficiente acreditar la calidad de trabajadora o empleada, 

ya que un siniestro puede acaecer por fuera de la actividad laboral. 

 

Las consideraciones jurídicas previas permiten considerar que la víctima 

de un hecho dañoso por ejercicio de actividad peligrosa proveniente de un 

sujeto que está al cuidado de otro o se halla en una situación de 

subordinación derivada de un vínculo laboral puede pretender frente al 

guardián de la actividad, asumiendo como cargas la prueba del hecho, de 

la causalidad y el daño. No obstante, cuando pretende extenderse la 

responsabilidad frente a la persona que dispensa el cuidado o al empleador, 

sin que haya un régimen de culpa probada, resulta indispensable que el 

actor asuma las cargas probatorias correspondientes a que se acredite el 

hecho del cuidado o del vínculo laboral. 

 

Así las cosas, cuando la actividad peligrosa proviene del conductor que es 

dependiente o empleado, a la parte activa le corresponde probar que esa 
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persona estaba bajo el cuidado del demandado, o que el daño se cometió 

como consecuencia de una relación laboral y que se estaba desempeñando 

una orden del empleador. En últimas, si se tratara del empleador habrá de 

dilucidar, con claridad, la relación existente entre la actividad peligrosa y el 

vínculo laboral. 

 

4. Caso concreto 

 

Según los demandantes, las lesiones graves causadas al señor Jorge Alirio 

Cadavid Barrientos y la muerte del señor Gilberto Cadavid Barrientos 

tuvieron una causa concreta: la colisión que se produjo entre la moto de 

placas DOZ-38C y la moto de FWB-20B, luego de que el conductor de 

aquella (Iván Darío Hernández Silva) realizara una maniobra de 

adelantamiento sobre la vía, mientras estaba desarrollando una actividad 

laboral al servicio de su empleadora Patricia Carrillo.  

 

Como bien lo indicó el a quo, la fuente de las responsabilidades invocadas 

en la demanda extracontractual, en la medida en la que el señor Darío 

Hernández, al momento de los hechos, ejercía una actividad peligrosa, 

punto no controvertido por las partes y que no amerita desarrollo alguno 

en esta instancia por ser pacífico. Lo que resulta controversial fue lo 

resuelto sobre lo que el juez denominó como “falta de legitimación en la causa 

por pasiva”, al no encontrarse probada la relación de dependencia (artículo 

2347) o el vínculo de carácter laboral (artículo 2349) entre el señor 

Hernández y la demandada Patricia Carrillo, en relación con los hechos 

ocurridos el día 5 de octubre de 2013. 
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Ese es el punto álgido que deberá evaluarse en segunda instancia, como 

condición necesaria para revisar otros presupuestos axiológicos de lo 

pretendido, y así evaluar la posibilidad de estimar las súplicas de la 

demanda.  

 

Los recurrentes son enfáticos en señalar que se debe realizar un mejor 

análisis de la prueba aportada al proceso, ya que quedó debidamente 

demostrado que la demandada está llamada a responder en calidad de 

empleadora del señor Darío Hernández. 

 

En estas condiciones, el análisis de la prueba resulta determinante a efectos 

de dilucidar sobre la responsabilidad que posiblemente le cabe a la señora 

Carrillo. Según los impugnantes, las siguientes pruebas no fueron 

adecuadamente valoradas por el fallador de primer grado: el testimonio 

del señor Iván Darío Hernández en el trámite contravencional y el 

documento expedido por la ARL Positiva.  

 

Sobre el alcance y el valor que debe de asignarse a estas pruebas la Sala 

considera lo siguiente:  

 

1. Sobre el testimonio del señor Iván Darío Hernández. Entre los folios 36-49 

obra copia de la actuación surtida ante las autoridades de tránsito. 

Específicamente en ella se encuentra la declaración del señor Hernández, 

conductor de la moto DOZ-38C, que según los recurrentes permite 

establecer que cuando ocurrieron los hechos este se encontraba en 

ejercicio de una actividad laboral en relación con la señora Patricia Carrillo. 

El a quo le restó efectos probatorios a esa declaración por haber hecho 
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parte de una actuación surtida en ausencia de la contraparte, acudiendo a 

las reglas sobre prueba trasladada. 

 

El Tribunal considera que, por razones de debido proceso, y 

específicamente por motivos de defensa o contradicción, el análisis de los 

elementos que hacen parte de un trámite procesal surtido ante otra 

autoridad solo pueden ser tenidos en cuenta en otro proceso en la medida 

que las partes de ambos procedimientos hayan sido vinculadas.  

 

Eso sí, no puede confundirse una prueba surtida en un trámite 

contravencional con documentos como el que contiene la decisión 

proferida por la autoridad pública e informes provenientes de las 

autoridades de tránsito. Mientras aquellas deben respetar las reglas 

contenidas en el artículo 174 del CGP, estas otras pueden tener sus 

propios parámetros para la apreciación probatoria.   

 

En el caso concreto, encontramos, la decisión contravencional del 19 de 

mayo del 2014 proferida por la Secretaría de Movilidad de Medellín, por 

medio de la cual se declaró “no imputar responsabilidad en materia contravencional 

de tránsito, en virtud de lo analizado en la parte motiva de este proceso” (fls. 35-38). 

Se trata de un documento público que goza de una presunción de 

veracidad y acierto de cara al análisis probatorio y que podría tener algún 

tipo de incidencia en el proceso civil en que se debate sobre el hecho 

dañoso, siempre y cuando como prueba se confronte con las demás 

obtenidas al interior del proceso. Pero, adviértase que esa decisión no 

estableció algún tipo de responsabilidad frente a la pasiva de este proceso; 

solo se refirió al hecho del accidente en donde encontró que las pruebas 
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obtenidas no le permitían atribuir responsabilidad a ninguno de los 

conductores comprometidos en el siniestro.  

 

Otro asunto, que es el que nos compete considerar, es el concerniente a la 

declaración del señor Hernández, en un trámite en el que se evalúa la 

responsabilidad que le competía como conductor, y en el que aparece 

como propietaria de la moto involucrada (y que en principio sería 

guardiana de la actividad peligrosa), una persona distinta a quien es 

demandada en este proceso; y es que en ese trámite se identificó como 

dueña de la moto DOZ 38-C a Heidy Jhobana Hernández Cano. 

 

La situación particular de la pasiva Patricia Carrillo no puede tener el 

efecto que están persiguiendo los recurrentes para este proceso. El artículo 

174 del Código General del Proceso señala que las pruebas practicadas 

válidamente podrán ser trasladadas a otro proceso, siempre y cuando “en 

el proceso de origen se hubiesen practicado contra quien se aduce o con audiencia de ella”. 

Así, cuando nos referimos al testimonio del señor Hernández, ninguno de 

los de los dos supuestos encaja, como bien lo analizó el juzgador de 

primera instancia, por cuanto: ni la audiencia que se celebró en el 

procedimiento contravencional fue contra la hoy demandada Patricia 

Carrillo; ni mucho menos fue ella quien la solicitó.  

 

La parte recurrente insiste en la valoración de esa declaración, no 

compartiendo ninguna de esas razones ofrecidas por el a quo, que el 

tribunal comparte, como se viene explicando. Y es que, en gracia de 

discusión, aún teniendo en cuenta la posibilidad de analizar la declaración 

del señor Hernández Silva (fls.46-50), esta no terminaría siendo 

determinante de cara a la responsabilidad de la aquí demandada Patricia 
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Carrillo. Se trata de declaración que por sí sola no sirve para determinar la 

responsabilidad de la pasiva, ya que la mayoría de las preguntas que se le 

realizaron en dicha diligencia contravencional estaban encaminadas a 

esclarecer los hechos del accidente de tránsito y dilucidar sobre el grado 

de participación del señor Hernández Silva. Cuando se le pregunta sobre 

el motivo de desplazamiento hacia la ciudad de Medellín, el señor Iván 

Darío respondió: “vine a recoger unas parrillas para un fogón de gas en el hotel 

mediterráneo” (fl.49). Se trata de una manifestación insuficiente, a juicio de 

la Sala, para establecer la existencia de un vínculo laboral; no permite 

generar convicción suficiente sobre la relación de subordinación con la 

señora Carrillo para el momento de los hechos.  

 

2. Documento de la ARL Positiva.  Los demandantes, con el libelo, adujeron 

un documento expedido por la ARL Positiva (fls. 42-45), en el que se 

relaciona lo sucedido al señor Hernández Silva como “accidente de 

trabajo”. En sentir de los ahora recurrentes, el referido documento 

permite colegir que al momento del accidente Iván Darío, el conductor de 

la motocicleta de placas DOZ-38C, estaba atendiendo a las indicaciones 

de su empleadora, lo que bastó para que la ARL lo diera como accidente 

laboral.   

 

El documento, haciendo referencia al señor Hernández, establece que “el 

trabajador se encontraba recogiendo un encargo, cuando al devolverse a la finca se chocó 

en su moto” (fl. 41).  Muy a pesar de lo expuesto por los apelantes, esta Sala 

comparte el análisis juicioso del juzgador de primer grado, quien, 

atendiendo a la clasificación de los documentos, califica el documento 

como meramente declarativo; el mismo “ se limita a dejar constancia de una 
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determinada situación de hecho”2, que en su materialidad corresponde en 

estricto sentido a un testimonio, atributo que no pierde a pesar de estar 

incorporado en un medio instrumental. 

 

Que el mismo constituya confesión, o que tenga que exigirse juramento, 

no es problema; y que más allá de lo indicado por el juez sobre el punto, 

lo que realmente cobra importancia es ese carácter declarativo, que hace 

que su valor probatorio tenga que ser contrastado con el resto de prueba 

obtenido en el proceso. Y es que la posibilidad de que se haya dado 

información que no corresponda a la realidad era perfectamente posible.  

Que el señor Hernández trabajara al servicio de la señora Carrillo, no 

significa que el accidente sufrido haya sido de trabajo; y en ese sentido, 

pudo consignarse una información imprecisa.   

 

Así las cosas, para el Tribunal, el referido documento proveniente de la 

ARL no puede por sí solo aportar la certeza que la jurisdicción requiere, 

tal como lo pretenden los recurrentes. Ese documento no puede ser 

entendido de forma insular al margen del resto de la prueba aportada al 

proceso, y que sin mayores argumentos pretende tachar, porque 

simplemente no favorece sus intereses, sin ofrecer argumentos sólidos 

sobre las razones. 

 

3. Sobre las demás pruebas. Abordado el punto anterior, lo que queda es 

realizar el análisis al resto de pruebas aportadas a la litis para determinar si 

el señor Iván Darío Hernández al momento del accidente estaba 

desarrollando actividades propias de su relación con la demandada.  

 
2 De Santo Víctor, El Proceso Civil tomo II prueba documental, Buenos Aires, Editorial 
Universidad.  
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La señora Patricia Carrillo, en interrogatorio de parte realizado en 

audiencia, del 5 de noviembre del 2019, indicó “él no estaba llevando ningún 

encargo, eso es mentiras, él me dijo que le tocó decir eso en la clínica para que lo pudieran 

atender” (cfr. audio min 16:10). Asimismo, la señora Carrillo señala que “él 

se desempeña como el mayordomo de la finca, a veces pedía los sábados o los domingos 

como día de descanso, el día del accidente estaba de descanso”. (negrilla y 

subraya intencional). 

 

Que esta declaración de parte tenga que evaluarse con sumo cuidado, dada 

la calidad de parte pasiva que la señora Carrillo ostenta en este proceso, 

esto no significa que no pueda ser contrastada con el resto de la prueba, a 

efectos de verificar qué tan veraces resultan sus manifestaciones en 

relación con lo que se observan en las otras pruebas. Lo que sí resulta 

claro, al evaluar con detenimiento el interrogatorio, es que ninguna de las 

respuestas permite considerar algún tipo de confesión de hechos referidos 

en la demanda, específicamente los concernientes al ejercicio de actividad 

laboral para cuando ocurrió el siniestro. 

 

La señora Heidy Jobhana Hernández Cano, hija del señor Iván Darío 

Hernández, indicó “a él lo amenazan con no atenderlo en la EPS, fue en ese 

momento que le tocó decir que se trataba de un accidente laboral por un 

encargo de la señora Patricia”. (cfr. audio minuto 26:45). La declarante agregó 

que el automotor era suyo expresando: “la moto era mía y no era usada 

para el servicio de la finca” (audio minuto 14). (subraya y negrilla 

intencional), 
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El señor Carlos Augusto Barrera, refiriéndose al señor Iván Darío, indicó 

que “tengo entendido que él no se movía de la finca ya que no estaba autorizado para 

eso”. (audio minuto 6:44) 

 

Por último, el señor Carlos Mario Duque, quien compareció a instancia de 

la demandada, señaló que “la moto nunca fue utilizada para el servicio de la finca 

ya que el señor Iván Darío tenía labores fijas en la finca como mayordomo” (audio 

minuto 8:25). Asimismo, el tercero expresó que “él tomó la decisión de ir a 

Medellín a realizar unas vueltas el día sábado ya que los domingos muchas cosas están 

cerradas” (audio minuto 7). 

 

Hay una prueba adicional, que no puede pasarse por alto y que permite 

considerar la seriedad de la prueba testimonial que acaba de reseñarse. Nos 

referimos al documento obrante en el folio 39 del cuaderno principal 

donde aparece como propietaria de la moto DOZ 38-C la señora Heidy 

Jhobana Hernández Cano, con fecha de matrícula del 5 de agosto del 2010, 

de la Secretaría de Movilidad y Tránsito del Municipio de Sabaneta. A 

partir de este documento es posible hacer cuestionamientos que permiten 

dudar de la veracidad del accidente de tránsito: ¿se puede considerar a la 

demandada como guardiana material o jurídica del vehículo automotor, 

cuando era Heidy la propietaria de la moto involucrada en el accidente?; 

¿la moto era utilizada para labores propias de la relación entre la señora 

Patricia Carrillo y el señor Hernández Silva?  Esos eran interrogantes que 

debieron quedar resueltos, a partir de las cargas probatorias que debieron 

asumir los demandantes. 

 

De la prueba confrontada, se puede colegir que no hay razón suficiente 

para considerar que la demandada es la llamada a responder por el 
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accidente en el que participó de su trabajador el señor Iván Darío 

Hernández.  

 

Más bien, con la prueba se colige que, para el momento del accidente, el 

referido señor no estaba desempeñando labores propias de su relación con 

la demandada.  

 

Al no probarse los hechos teniendo en cuenta los supuestos fácticos 

establecidos en los artículos 2347 y 2349 del Código Civil, la pasiva no está 

llamada a responder por los perjuicios causados. Para la Sala no todo acto 

de un trabajador es un accidente laboral, ya que estos también tienen 

derecho a días de descanso que es precisamente lo que deja entrever la 

prueba allegada al proceso.  

 

Ahora bien, la parte demandante en su recurso de alzada es insistente en 

que se le debe dar aplicación al precepto normativo 2349 del Código Civil 

ya que se trata de un accidente netamente laboral3. Si bien hay un 

documento que presenta el accidente como laboral, las demás pruebas 

permiten considerar una realidad diferente, esto es, que el señor Iván 

Darío Hernández al momento del accidente estaba en su día de descanso, 

y por tal motivo se hace inviable endilgar responsabilidad a la señora 

Patricia Carrillo. 

 

 

 
3 Según el artículo 3 de la Ley 1562 del 2012, accidente de trabajo es todo suceso repentino 
que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión 
orgánica, una perturbación funcional o psiquiátrica, una invalidez o la muerte. La misma 
disposición igualmente señala que es también accidente de trabajo aquel que se produce 
durante la ejecución de órdenes del empleador, o contratante durante la ejecución de una 
labor bajo su autoridad, aún fuera del lugar y horas de trabajo. 
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5. Conclusión 

 

Los reparos planteados por la parte demandante no están llamados a 

prosperar, debido a que analizando la prueba en conjunto no se puede 

determinar que el accidente fue de origen laboral.  

 

Si bien los recurrentes pretenden darle peso probatorio a la declaración 

del señor Hernández en el trámite contravencional y al documento 

proveniente de la ARL, no es posible prescindir de la valoración de las 

demás pruebas. Siempre habrá de tenerse en cuenta la pertinencia, 

conducencia y utilidad de las mismas, además de hacer una apreciación 

conjunta de todo el material probatorio aportado, sin que haya de darse 

más peso a unas pruebas que a otras. Se trata de llegar a una solución 

correcta, teniendo en cuenta los supuestos del caso concreto.  

 

Por lo anterior, se confirmará la decisión de primera instancia. 

 

6. Costas 

 

Sin condena en costas debido a que los demandantes están bajo amparo 

de pobreza, según lo ordenado en el artículo 154 del CGP. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Primera de Decisión en Civil del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la Ley,  
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Falla: 

 

Primero. Confirmar la sentencia de primera instancia, proferida día 26 

de enero de 2022 por el Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Medellín.  

 

Segundo. Sin costas. 

 

Notifíquese conforme a lo establecido en el artículo 12 de la Ley 2213 de 

2022. 

 

Los Magistrados, 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

 

 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ  


